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Resumen 

 

La finalidad de este estudio es reflejar una breve reflexión sobre diversas cuestiones 

relacionadas con la aplicación de las Directrices de la IBA 2024 llevada a cabo en un 

arbitraje internacional ad hoc celebrado en la ciudad de Madrid (España). A este 

respecto, debe indicarse que el Laudo Parcial de 15 de abril de 2026, dictado por el 

Tribunal Arbitral para resolver el incidente previo de recusación de un árbitro, demuestra 

la utilidad de dichas Directrices tanto para arrojar luz bastante sobre los posibles 

conflictos de intereses, como a efectos de rechazar recusaciones que, en principio y 

aparentemente, pueden parecer fundadas cuando resulta que no lo son en realidad.  
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Abstract  

 

The purpose of this paper is to show briefly some thoughts about different issues related 

to the application of the 2024 IBA Guidelines in an ad hoc international arbitration held in 

the city of Madrid (Spain). In this regard, the Partial Award issued by the Arbitral Tribunal 

on 15 April 2026, which resolves the preliminary proceedings of challenging an arbitrator, 

demonstrates the usefulness of these Guidelines both in shedding considerable light on 

potential conflicts of interest and in rejecting those challenges that, at first glance and 

seemingly, may appear well-founded when they are actually not. 
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1 Árbitro internacional en materia comercial y de inversiones. Of Counsel de EJASO. “Arbitrator included by the 

European Commission in the List of Candidates Suitable for Appointment as Arbitrators under trade agreements 

to which the EU is a party”. Vicepresidente del Consejo Arbitral (Comunidad de Madrid). Miembro del Consejo 

de Asesores de la Sección de Arbitraje del Ilustre Colegio de la Abogacía de Madrid. Profesor de Derecho 

Mercantil en la Facultad de Económicas y Empresariales de la Universidad Complutense-Madrid. Licenciado 

en Derecho y Graduado Superior en Ciencias Jurídicas (Universidad Pontificia Comillas-ICADE). Correo de 

contacto: maserrano@ejaso.com 
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I. INTRODUCCIÓN 

 

En el presente estudio, nos referiremos a un caso real acaecido en un arbitraje 

internacional ad hoc, con sede en Madrid, seguido entre las entidades “Pituponcia” y 

“Apolonia”2, y al que resultaba aplicable para la tramitación procedimental, según 

acuerdo alcanzado por las citadas partes, el Reglamento de la Corte de Arbitraje “XYZ” 

(a partir de ahora, el “Reglamento”). Y en este sentido, nos cumple manifestar que: (i) la 

Demandada (esto es, la contratista “Apolonia”), una vez constituido el Tribunal Arbitral, 

recusó al árbitro designado por la Demandante (la subcontratista “Pituponcia”), sobre la 

base de lo establecido en las Directrices de la IBA de 2024 (en lo que sigue, “Directrices 

IBA”), la Ley de Arbitraje española (en adelante, “Ley de Arbitraje”) y el propio 

Reglamento; y (ii) el Tribunal Arbitral desestimó el incidente previo de recusación 

mediante el correspondiente Laudo Parcial dictado al respecto con fecha 15 de abril 

de 2026 (en lo que sigue, el “Laudo Parcial”), que contenía una motivación exhaustiva, 

con análisis de las citadas Directrices IBA, a la luz de la jurisprudencia española, e 

incardinaba dicho examen en el marco de la Ley de Arbitraje y de las concordantes 

disposiciones reglamentarias invocadas por las partes, con somera mención también a 

ciertos casos judiciales y arbitrales internacionales traídos a colación por la recusante.  

Una vez realizado este punto de partida introductorio, y para proceder con nuestro 

análisis completo del asunto, nos referiremos seguidamente a los antecedentes de 

dicho arbitraje internacional. Después, pasaremos a describir la recusación efectuada 

por la Demandada y la decisión adoptada por el Tribunal Arbitral. Y luego, para finalizar, 

expondremos unas breves consideraciones a modo de conclusión. 

II. ANTECEDENTES: ARBITRAJE INTERNACIONAL AD HOC EN MADRID 

Las entidades “Apolonia” y “Pituponcia” habían pactado un convenio arbitral para la 

resolución de cualquier controversia derivada del contrato suscrito por ambas. Dicho 

convenio se contenía en la cláusula contractual número 57 y, en su virtud, las partes 

quedaban sujetas a un arbitraje ad hoc, cuya sede era la ciudad de Madrid. Pues bien, 

la subcontratista “Pituponcia” instó el arbitraje pactado, requiriendo a la contratista 

“Apolonia” para ponerlo en marcha. Tras celebrar una reunión, ambas partes 

convinieron de mutuo acuerdo que la tramitación procedimental de dicho arbitraje se 

llevaría a cabo de conformidad con el tenor de lo dispuesto en el Reglamento. Y, en 

consecuencia, cada una de las partes procedió a la designación de un árbitro. Y por lo 

que respecta al tercer árbitro-presidente del Tribunal Arbitral, las mismas partes 

decidieron que su nombramiento correspondiere a la Secretaría de la propia Corte 

“XYZ”. Una vez que las partes designaron a los árbitros que le competía a cada una de 

ellas y de que la Secretaría de la Corte “XYZ” nombrase al árbitro-presidente, quedó 

 
 

2 La entidad “Apolonia” era la contratista principal de la relación contractual existente con la sociedad “Geni” 

para la construcción y entrega en funcionamiento de la planta desalinizadora “MA”, sita en Santorini (Grecia). 

“Apolonia” encomendó a la subcontratista “Pituponcia” tanto el suministro como la instalación de los sistemas 

de equipos destinados a la realización del proceso de ósmosis inversa en dicha planta “MA”, y para ello 

ambas entidades suscribieron un contrato “EPC” (“Engineering, Procurement, and Construction”). Pese a que 

“Pituponcia” terminó la primera fase de la obra contratada en tiempo y forma, la entidad “Apolonia” se negó 

a su recepción provisional por considerar que lo realizado en dicha fase adolecía de varios defectos, dejando 

de pagar las facturas emitidas por la subcontratista “Pituponcia” en correspondencia con las certificaciones 

de obra que habían sido previamente aprobadas por la contratista “Apolonia” hasta ese momento. Ante esta 

situación, la subcontratista “Pituponcia” decidió abandonar la obra, desmovilizando a todo su personal 

destinado y retirando todos los materiales que allí estaban acopiados. Y justo al día siguiente, la mencionada 

contratista “Apolonia” remitió una carta a la subcontratista “Pituponcia” vía burofax. Por medio de esta citada 

carta, la contratista “Apolonia” comunicó fehacientemente a la subcontratista “Pituponcia” que procedía a 

la resolución inmediata del contrato anteriormente mencionado por haber la subcontratista “Pituponcia” 

dejado la obra, a lo que esta última respondió ese mismo día, también por medio de un burofax remitido a 

“Apolonia”, que no aceptaba dicha resolución contractual y se oponía frontalmente a la misma. Las 

sociedades “Apolonia” y “Pituponcia” trataron de llegar a un acuerdo, pero las negociaciones fracasaron, 

dadas las posiciones mantenidas por cada una de ellas, que diferían diametralmente, y el patente 

enfrentamiento personal que existía entre Don Bartol Smith y Don Michael Smuky, directivos y propietarios de 

ambas compañías. 
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constituido el Tribunal Arbitral en la forma indicada. Y tras dicha constitución fue cuando 

la contratista “Apolonia”, en su condición de Demandada, formuló la recusación del 

árbitro Don José García, designado por la Demandante (esto es, por la subcontratista 

“Pituponcia”). 

III. LA RECUSACIÓN EFECTUADA POR LA DEMANDADA 

La contratista “Apolonia” formuló la recusación del citado árbitro Don José García, 

mediante escrito presentado el 19 de febrero de 2026. La entidad “Apolonia” basaba su 

recusación en el tenor de las Directrices IBA, así como en la doctrina de la apariencia y 

de la revelación suficiente, e igualmente en la evaluación según la prueba de la 

“tercera persona razonable”, destacando que había que estimar la recusación del 

árbitro Sr. García por dudas justificadas sobre su independencia e imparcialidad debido 

a que no había revelado determinadas circunstancias en su declaración del 10 de 

febrero de 20263. Y por su lado, la Demandante sociedad “Pituponcia” presentó un 

escrito de alegaciones, en el que mostraba su oposición a la recusación del árbitro Sr. 

García planteada por la entidad “Apolonia”. El fundamento esencial de tal oposición se 

hallaba en que las circunstancias puestas de manifiesto por la Demandada quedaban 

subsumidas en el Listado Verde de las Directrices IBA y, por tanto, no precisaban de 

haber sido reveladas por el citado Árbitro Sr. García en su aludida declaración del día 

10 de febrero de 2026. Y de ahí que la Demandante viniera a solicitar que: «Tenga por 

formulada oposición a la recusación como árbitro de D. José García efectuada por 

“Apolonia” y, en su virtud, acuerde desestimar la referida recusación como árbitro del Sr. 

García». 

IV. DECISIÓN ADOPTADA POR EL TRIBUNAL ARBITRAL EN SU LAUDO PARCIAL 

Tras valorar los hechos sucedidos, así como las alegaciones y pruebas presentadas por 

las partes (documental y testifical), y después de haber oído también al árbitro 

recusado, el Tribunal Arbitral desestimó la recusación mediante el correspondiente 

Laudo Parcial dictado al respecto. El Tribunal Arbitral fundó su decisión en los motivos 

que ponemos seguidamente de manifiesto. Y así: 

4.1  Razonamientos del Tribunal Arbitral 

1. El mentado Tribunal Arbitral comenzó por precisar que, en esencia, la causa de 

recusación se basaba en la falta de revelación de determinadas circunstancias por 

parte del Árbitro Sr. García.  

2. A continuación, el Tribunal procedió a citar el artículo 17.1 de la Ley de Arbitraje4, 

efectuando la exégesis de dicho precepto normativo, estimando que lo allí 

dispuesto debía entenderse referido, en todo caso, tanto al momento presente 

como al futuro. Del mismo modo, el Tribunal puso de manifiesto que por el legislador 

español se quería destacar: (i) de un lado, que no debían existir, en el instante de la 

designación como árbitro, ciertas relaciones entre los árbitros y las partes que 

pudiesen poner en entredicho las garantías de imparcialidad e independencia; y 

(ii) de otro, que la citada prohibición no podía dejar de proyectarse hacia el futuro, 

de tal modo que no cabía que las partes vinieren a relacionarse 

extraprocesalmente con el árbitro mientras estuviere desarrollándose la tramitación 

 
3 La entidad “Apolonia” terminaba su escrito de recusación solicitando lo siguiente: «1º)Se tenga por 

formulada recusación del árbitro D. José García, al concurrir circunstancias que suscitan dudas justificadas 

sobre su independencia e imparcialidad, conforme a lo dispuesto en los artículos 14 y 15 del Reglamento, las 

Directrices IBA 2024 (Normas Generales 2, 3, 6 y 7; Lista Naranja, epígrafes 3.2.2, 3.2.4 y 3.2.11) y en los artículos 

17 y 18 de la Ley 60/2003, de Arbitraje española. En consecuencia, acuerde el cese del citado árbitro en el 

procedimiento arbitral y se proceda al nombramiento de un nuevo árbitro sustituto de conformidad con lo 

dispuesto en el Convenio Arbitral y en el Reglamento, en garantía de los principios de independencia, 

imparcialidad y transparencia. 2º) Se deja constancia de que la parte recusante se reserva expresamente el 

derecho a hacer valer esta causa de recusación en el momento de impugnar el laudo, en caso de que no 

prospere ahora». 
4 El citado artículo 17.1 de la Ley de Arbitraje establece que: «Todo árbitro debe ser y permanecer durante el 

arbitraje independiente e imparcial. En todo caso, no podrá mantener con las partes relación personal, 

profesional o comercial». 
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del proceso arbitral y hasta que el laudo final fuere dictado, puesto que tales 

relaciones podrían dar lugar a sospechas fundadas sobre la imparcialidad e 

independencia del árbitro. Y de ahí que, para evitar recusaciones por esos motivos 

sobrevenidos, el citado legislador imponía el deber de que, entre las partes y los 

árbitros, se mantuviere la distancia necesaria que requieren las garantías de 

neutralidad e independencia.  

Luego el mencionado artículo 17.1 de la Ley de Arbitraje, según resaltó el Tribunal 

Arbitral, proscribía todas esas relaciones reseñadas, y si existiesen éstas en el 

momento de la designación, instante preciso a que venía referida la recusación 

planteada contra el árbitro Sr. García, podrían ser alegadas como motivo de la 

misma y, en su caso, dar lugar a la sustitución del árbitro. Y en total coherencia con 

esa mencionada prohibición, se indicó igualmente por el Tribunal Arbitral que la 

legislación española establecía también una obligación correlativa, la cual consistía 

en que la persona propuesta como árbitro debía «revelar todas las circunstancias 

que puedan dar lugar a dudas justificadas sobre su imparcialidad e 

independencia» (artículo 17.2 de la Ley de Arbitraje). Es más, este mismo precepto 

transcrito de la Ley de Arbitraje precisaba el alcance de esa obligación con un 

mayor detalle para el caso de que el árbitro hubiese sido ya nombrado, dado que 

su aludido deber abarcaba, entonces, «revelar a las partes sin demora cualquier 

circunstancia sobrevenida». Y se señaló igualmente por el Tribunal que, en términos 

similares, se pronunciaba el artículo 18.3 del Reglamento. 

3. Asimismo, el Tribunal Arbitral efectuó el examen del artículo 17.3 de la Ley de 

Arbitraje, donde se disponía que un árbitro «sólo podrá ser recusado si concurren en 

él circunstancias que den lugar a dudas justificadas sobre su imparcialidad o 

independencia». Y en semejantes términos era tratada también esta cuestión por el 

primer párrafo del artículo 18 del Reglamento. Añadiendo el Tribunal que, como 

resultado del tenor abierto de lo normado en dichos artículos 17.3 de la Ley de 

Arbitraje y 18 del Reglamento, habían de llamar la atención respecto de la 

existencia de las Directrices IBA, que ambas partes habían invocado, por la 

precisión de dichas Directrices a la hora de diferenciar situaciones, así como en la 

determinación de su incidencia en lo relativo al deber de revelación del árbitro y en 

cuanto a las consecuencias derivadas de la infracción de tal deber por lo que 

concernía a la evaluación de la imparcialidad e independencia de los árbitros5. Y a 

este respecto, el Tribunal declaró que resultaba obligado destacar que tales 

Directrices IBA buscaban «enfatizar la importancia de las Normas Generales 

contenidas en la Parte I, que siempre deben tenerse en cuenta y no pueden 

considerarse subordinadas a los Listados de Aplicación contenidos en la Parte II 

para evaluar los conflictos de interés y la necesidad de revelación por parte de los 

árbitros»6.  

 

De igual manera, y partiendo de que «las cuestiones relativas a los conflictos 

pueden ser sutiles y las respuestas dependen de cada caso»7, el Tribunal destacó 

que esas Directrices IBA exigían considerar si, desde la perspectiva de «una tercera 

persona con buen juicio y con conocimiento de los hechos y circunstancias 

relevantes del asunto, darían lugar a dudas justificadas acerca de la imparcialidad 

o la independencia del árbitro»8. Y en este sentido, también el Tribunal indicó que 

debía ponderarse que las «dudas son justificadas si una tercera persona con buen 

juicio y con conocimiento de los hechos y circunstancias relevantes llegaría a la 

conclusión de que es probable que el árbitro pueda verse influido por factores 

 
5 Así, hay que señalar que la «Introducción a las Directrices de 2024 describe los objetivos generales de las 

Directrices y su última revisión, y va seguida de las Normas Generales relativas a imparcialidad, independencia 

y revelaciones (Parte I), y de las disposiciones sobre aplicación práctica de las Normas Generales mediante 

listados de circunstancias (Parte II)» (página 4 del Prólogo de las Directrices de la IBA 2024). 
6 Página 4 del Prólogo de las Directrices IBA. Y así se reitera en la Introducción (7) de las propias Directrices IBA, 

página 7, destacando que: «La Parte I de las Directrices contiene los principios que deben tenerse siempre en 

cuenta». 
7 Introducción (1), en la página 6 de las Directrices IBA. 
8 Norma General (2)-(b), página 9, de las Directrices IBA. 
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distintos al fondo del caso presentado por las partes al tomar su decisión»9, así como 

que «[e]xistirán necesariamente dudas justificadas acerca de la imparcialidad o 

independencia del árbitro en cualquiera de las situaciones descritas en el Listado 

Rojo Irrenunciable»10. Esto es, el Tribunal puso de manifiesto que la opinión subjetiva 

que a una parte le pudiera merecer cierto hecho, en cuanto supuestamente 

comprometedor de la imparcialidad e independencia del árbitro, había que 

contrastarla con el criterio objetivo atinente a si dicho hecho o circunstancia podía, 

en realidad, ponerlas en tela de juicio respecto del concreto árbitro designado11. 

 

4. Y con este fin de efectuar tal contraste enunciado, el Tribunal señaló que debía 

partir de que las mencionadas Directrices IBA consideraban que la obligación de 

revelación de las circunstancias que pudieran afectar a la imparcialidad e 

independencia del árbitro habían de aplicarse con ciertas limitaciones, dado que 

existían determinados hechos y circunstancias que, teniendo muy presente la 

ponderación de pruebas objetivas, nunca iban a llevar a una descalificación del 

árbitro, por lo que dichas situaciones no necesitaban ser reveladas, fuera cual fuese 

el punto de vista de las partes al respecto. Por este motivo, citó la Norma General 

(3)-(g) de las Directrices IBA, donde se establecía lo siguiente: «La no revelación por 

un árbitro de ciertos hechos y circunstancias que, a los ojos de las partes, puedan 

dar lugar a dudas en cuanto a la imparcialidad o independencia del árbitro no 

significa necesariamente que exista un conflicto de interés o que deba producirse 

una descalificación»12. A continuación, el Tribunal agregó que estaba claro que 

dicha Norma General (3)-(g) subrayaba la importancia de la transparencia y la 

buena fe en el proceso arbitral, pero también reconocía que no toda falta de 

revelación era determinante por sí sola para estimar una recusación arbitral. Por 

tanto, la valoración debía ser global, atendiendo tanto a las circunstancias del caso 

como al contexto y la relevancia de la información no revelada. Y de ahí que 

continuase el Tribunal con la mención de que, conforme precisaba la Nota 

Explicativa (a) sobre la Norma General 3 de las Directrices IBA13, resultaba factible 

que nos encontrásemos con que «situaciones como las descritas en el Listado 

Verde, que no pueden dar lugar a dudas a los ojos de las partes por no existir 

apariencia o conflicto de interés real desde un punto de vista objetivo según la 

Norma General 2, no necesitan ser reveladas».  

 

A la luz de lo anterior, el Tribunal manifestó que resultaba de todo punto palmario 

que una recusación presentada sobre la base de que el árbitro no hubiera 

revelado ciertas circunstancias carecía de base suficiente para llevarnos 

automáticamente a considerar que procedía descalificar a dicho árbitro, pues por 

el solo hecho de esa falta de revelación no debía inferirse que el árbitro fuese 

parcial o que adoleciera de dependencia. Y a este respecto, el Tribunal invocó que 

el parágrafo 5 de la Parte II: Aplicación práctica de las Normas Generales de las 

Directrices IBA disponía: «Una objeción posterior presentada con base en que un 

árbitro no reveló dichos hechos o circunstancias no debe llevar automáticamente 

al no nombramiento del árbitro, a su descalificación posterior o a la nulidad del 

laudo. Como se establece en la Norma General 3(g), la no revelación por sí misma 

no implica que un árbitro sea parcial o carezca de independencia: sólo los hechos 

o circunstancias que un árbitro no reveló pueden implicar tal cosa»14. Además, el 

Tribunal señaló que todo lo precedentemente expuesto había sido también objeto 

de análisis y reflexión por parte de los órganos judiciales españoles15. Y, a 

 
9 Norma General (2)-(c), página 10, de las Directrices IBA. 
10 Norma General (2)-(d), página 10, de las Directrices IBA. 
11 Por eso, en la Nota Explicativa (b) sobre la Norma General 2, página 10, de las Directrices IBA se resalta que 

«un árbitro debe tener en cuenta el criterio objetivo para evaluar los hechos o circunstancias relevantes». 
12 Página 11 de las Directrices IBA. 
13 Página 12 de las Directrices IBA. 
14 Página 22 de las Directrices IBA. 
15 Y así, por ejemplo, el Tribunal Arbitral citaba la Sentencia núm. 2/2024 de la Sala de lo Civil y Penal del 

Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de 9 de enero de 2024 (Recurso 13/2023), en la que quedaba reflejado 

lo siguiente: «En este contexto es en el que hemos dicho que no toda infracción del deber de revelación 

puede llevar a la nulidad del Laudo por quiebra de la debida imparcialidad; en este contexto es en el que 

hemos señalado que el incumplimiento de la obligación de comunicar a las partes las circunstancias que 
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continuación, el Tribunal añadió que únicamente las circunstancias no reveladas 

eran las que demostrarían si, en realidad, esto fue así o no. Lo cual explicaba que 

«una recusación sólo deberá prosperar si se cumple el test objetivo»16, para «evaluar 

los hechos o circunstancias relevantes»17, atinentes sólo al «caso»18. En opinión del 

Tribunal, había que tener presente que, de todas estas Directrices IBA, se infería que 

para considerar que un árbitro no reunía las debidas condiciones de imparcialidad 

e independencia debían concurrir circunstancias que denotasen la pérdida de 

aquéllas, no el mayor o menor grado de cumplimiento por los árbitros de poner en 

conocimiento de las partes datos que pudieran cuestionarlas19. En definitiva, el 

Tribunal consideró que el pretendido incumplimiento del árbitro de la obligación de 

comunicar a las partes todas aquellas circunstancias que pudieran haber dado 

lugar a dudas sobre su imparcialidad e independencia no implicaba la automática 

apreciación de la pérdida de éstas. Lo esencial, pues, era que las circunstancias no 

reveladas a las partes en el proceso arbitral evidenciasen, precisamente, esa falta 

de condiciones de imparcialidad e independencia20, debiendo precisar igualmente 

a estos efectos que: «Con respecto a las situaciones no enumeradas en el Listado 

Naranja o que quedan fuera de los plazos establecidos en algunas de las 

situaciones del Listado Naranja, no se presume que deba hacerse una revelación»21. 

 

5. Por otro lado, el Tribunal Arbitral puso también de manifiesto que tales Directrices 

IBA tenían un valor simplemente orientativo, por lo que sus consecuencias habrían 

de ser ponderadas en cada caso examinado22. De ahí que se tuviese que atender 

a las circunstancias concretas acaecidas para comprobar la real y efectiva 

contaminación o eliminación de la neutralidad objetiva y subjetiva que resultaba 

exigible a los árbitros, así como la efectiva desaparición de esa necesaria 

apariencia más allá de las meras sospechas o de presunciones basadas en indicios 

 
pudieran dar lugar a dudas sobre su imparcialidad no implica la automática apreciación de pérdida de 

imparcialidad ni la nulidad del laudo». 
16 Nota Explicativa (c) sobre la Norma General 3, página 12, de las Directrices IBA. 
17 Nota Explicativa (b) sobre la Norma General 2, página 10, de las Directrices IBA. 
18 Nota Explicativa (d-f) sobre la Norma General 3, página 13, de las Directrices IBA. 
19  En este sentido, y entre otras, el Tribunal citó las Sentencias de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior 

de Justicia de Madrid núm. 61/2015, de 2 de septiembre de 2015 (Recurso 64/2014); y núm. 46/2016, de 2 de 

junio de 2016 (Recurso 64/2014). Asimismo, el Tribunal destacó el tenor de la Nota Explicativa (g) sobre la 

Norma General 3, página 12, de las Directrices IBA, que no dejaba lugar a dudas: «Un corolario del hecho de 

que, como se explica en la Nota Explicativa de la Norma General 3(c), una recusación sólo puede prosperar si 

se cumple un test objetivo es la Norma General 3(g), que deja claro que la no revelación de ciertos hechos y 

circunstancias que puedan, a los ojos de las partes, suscitar dudas en cuanto a la imparcialidad o 

independencia del árbitro no significa necesariamente que exista un conflicto de interés, o que deba 

producirse una descalificación». 
20 Sentencias de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de Madrid núm. 61/2015, de 2 de 

septiembre de 2015 (Recurso 64/2014); núm. 46/2016, de 2 de junio de 2016 (Recurso 64/2014); y núm. 60/2017, 

de 27 de octubre de 2017 (Recurso 32/2017). 
21 Véase el parágrafo 6 de la Parte II: Aplicación práctica de las Normas Generales, página 22, de las 

Directrices IBA. 
22 Sentencias de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de Madrid núm. 54/2014, de 24 de 

septiembre de 2014 (Recurso 15/2014); núm. 61/2015, de 2 de septiembre de 2015 (Recurso 64/2014); núm. 

46/2016, de 2 de junio de 2016 (Recurso 64/2014); núm. 76/2016, de 13 de diciembre de 2016 (Recurso 

32/2016); núm. 60/2017, de 27 de octubre de 2017 (Recurso 32/2017); núm. 34/2018, de 26 de julio de 2018 

(Recurso 48/2017); núm. 28/2019, de 12 de septiembre de 2019 (Recurso 66/2018); núm. 49/2020, de 16 de 

septiembre de 2020 (Recurso 72/2016); núm. 19/2021, de 27 de abril de 2021 (Recurso 52/2020); núm. 37/2021, 

de 26 de mayo de 2021 (Recurso 61/2020); núm. 44/2021, de 22 de junio de 2021 (Recurso 60/2020); núm. 

46/2022, de 20 de diciembre de 2022 (Recurso 20/2022); y núm. 2/2024, de 9 de enero de 2024 (Recurso 

13/2023). Igualmente, la Sentencia núm. 7/2019 de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de 

Navarra del 28 de noviembre de 2019 (Recurso 7/2019) y la Sentencia núm. 59/2021 de la Sala de lo Civil y 

Penal del Tribunal Superior de Cataluña del 30 de noviembre de 2021 (Recurso 9/2021). Asimismo, el Tribunal 

resaltó que debía tenerse presente que, en el Prólogo de las Directrices IBA (página 3), se señalaba que éstas 

«han sido reconocidas como un sólido instrumento de soft law que refleja los estándares que se espera que se 

apliquen a la imparcialidad e independencia de los árbitros, así como a las revelaciones en circunstancias 

específicas». Y que, en este sentido, la Introducción (6) de las citadas Directrices IBA, página 7, añadía que las 

«presentes Directrices no prevalecen sobre la ley nacional aplicable, las reglas de arbitraje, los códigos de 

conducta u otros instrumentos vinculantes elegidos por las partes». Y sin olvidar, que «las cuestiones relativas a 

los conflictos pueden ser sutiles y las respuestas dependen de cada caso», tal y como resalta la Introducción 

(1), página 6, de las aludidas Directrices IBA. 
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no concluyentes, incapaces de destruir a su vez la presunción de imparcialidad e 

independencia que había de predicarse de los órganos decisorios de conflictos23.  

6. En vista de todo lo precedente, el Tribunal Arbitral declaró que el nudo gordiano de 

la cuestión radicaba en determinar la verdadera naturaleza y el alcance del deber 

de revelación instaurado por los artículos 17.2 de la Ley de Arbitraje y 18.3 del 

Reglamento. Y en este sentido, el Tribunal resaltó que estos preceptos normativos 

buscaban preservar el riesgo de que el proceso arbitral se desarrollase sin las 

debidas garantías, así como evitar que pudiera producirse menoscabo del derecho 

de las partes a elegir con verdadera libertad a los árbitros. Es decir, aquella 

normativa se ordenaba a la salvaguarda de la transparencia en el proceso arbitral 

y a que, de resultas de ella, imperase la libertad de las partes, de forma que fuera 

posible tanto recusar con el debido fundamento como rechazar recusaciones 

infundadas, así como que las partes aceptaran y diesen por buenas ciertas causas 

que pudieran propiciar recusaciones siempre que no resultase comprometido el 

principio de igualdad en la designación de árbitros. Y todo ello sobre la base de la 

adecuada información aportada por los árbitros, de las explicaciones que las 

partes pudieran haber recabado –artículo 17.2, 2º inciso, de la Ley de Arbitraje– y 

de la prueba que fuese factible proponer y practicar al respecto en el seno del 

procedimiento arbitral seguido24. De igual forma, el Tribunal precisó que no cabía 

cuestionar –pues resultaba conteste y reiterada la jurisprudencia al respecto– que 

las dudas no eran certezas. Abonaban esta conclusión algunas consideraciones 

añadidas sobre el alcance y significación del citado artículo 17.2 de la Ley de 

Arbitraje, como la relativa a que éste preveía un deber más estricto: el árbitro había 

de revelar todo cuanto pudiera dar lugar a dudas justificadas, pues se trataba 

también de salvaguardar –como ya se ha dicho– la verdadera libertad de las 

partes en la designación de los árbitros, como expresión de la mayor flexibilidad del 

arbitraje, que debía proyectarse en un doble sentido: por un lado, permitía a las 

partes aceptar, en determinados casos, que un árbitro laudase cuando un juez no 

podría hacerlo; pero también había de permitir que las partes interesasen el 

apartamiento de un árbitro –su recusación– y que se practicasen cuantas pruebas 

fueran necesarias para aceptar o rechazar, con el debido fundamento, la solicitud 

de apartamiento del árbitro recusado. No era únicamente cuestión de que el 

árbitro no revelador pudiera por ese hecho ser recusado; se trataba también, e 

incluso antes, de que el proceso arbitral tenía que preservar la libertad de las partes 

en la designación de los árbitros que habían de fungir en el arbitraje25. 

7.    A continuación, el Tribunal Arbitral pasó ya al examen de dichas circunstancias 

concretas objeto de debate en el caso en cuestión, puesto que eran las que 

ciertamente había que contrastar a estos efectos de sopesar la imparcialidad e 

independencia. Y partiendo de los antecedentes obrantes en el expediente 

arbitral, el Tribunal manifestó que había quedado acreditado en el incidente de 

 
23 A este respecto, el Tribunal citó la Sentencia de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de 

Madrid núm. 56/2013, de 9 de julio de 2013 (Recurso 103/2012). 
24 Al respecto, y entre otras, pueden verse las Sentencias de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de 

Justicia de Madrid núm. 28/2019, de 12 de septiembre de 2019 (Recurso 66/2018); núm. 49/2020, de 16 de 

septiembre de 2020 (Recurso 72/2016); y núm. 2/2024, de 9 de enero de 2024 (Recurso 13/2023). En relación 

con dichas circunstancias, el Tribunal Arbitral indicó que la Demandada (la entidad “Apolonia”), en cuanto 

recusante, había invocado que: (i) Don José García formaba parte del listado de árbitros de la Corte de 

Arbitraje y Mediación de la Asociación “ABC” (en lo que sigue, la “ABC”), junto con otra compañera de su 

Despacho “Muckys” –Doña Ana Palacios– y tres miembros de la firma “Nitos Abogados” –Don Juan Gómez, 

Don Ricardo Álvarez y Don Rafael Pérez– (estos últimos pertenecientes, por tanto, al Despacho profesional que 

representaba a “Pituponcia”, la Demandante); (ii) El árbitro Don José García participó como docente y 

moderador en un evento organizados por la ABC durante el año 1999; (iii) Doña Ana Palacios y Don Rafael 

Pérez eran colaboradores, respectivamente, de “Muckys” y “Nitos Abogados”, y compartían cargo en la Junta 

Directiva de la Asociación Internacional del Derecho Espacial (en lo que sigue, la “AIDE”); (iv) El árbitro Sr. 

García había reconocido que mantuvo una relación profesional directa en el año 2022 con Don Juan Gómez, 

quien era uno de los representantes de la Demandante en el presente arbitraje; y (v) Conforme a las 

Directrices IBA, había que sopesar que las anteriores circunstancias no fueron reveladas por el árbitro Don José 

García en su declaración de independencia e imparcialidad cuando aceptó su nombramiento, así como que 

las mismas resultaban objetivamente relevantes, recusándose al Sr. García por concurrir dudas que 

calificaban de objetivamente justificadas sobre su independencia e imparcialidad. 
25 Sobre todas esas cuestiones, véanse las Sentencias de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de 

Justicia de Madrid enumeradas en la anterior nota al pie de página 25. 



  
  

 Recusación de Árbitros, Directrices de la IBA y Arbitraje Internacional   
 
 

 

Revista Peruana de Derecho de la Empresa -179 

recusación lo siguiente: (i) El Árbitro Don José García formaba parte del listado de 

árbitros y mediadores de ABC. Y en ese mismo listado figuraba Doña Ana Palacios, 

compañera del Sr. García en el Despacho “Muckys”, y tres letrados de “Nitos 

Abogados” (Don Juan Gómez, socio de ese Despacho y letrado que intervenía en 

el arbitraje en nombre de la entidad “Pituponcia”; Don Ricardo Álvarez, socio 

director; y Don Rafael Pérez, “Of counsel”); (iii) El árbitro Don José García había 

participado como docente y moderador en un evento organizado por la ABC en el 

año 1999; (iv) Doña Ana Palacios (Despacho “Muckys”) y Don Rafael Pérez (“Nitos 

Abogados”) compartían cargo en la Junta Directiva de la AIDE; y (v) El árbitro Don 

José García reconoció, en sus alegaciones, que durante el año 2022 había 

intervenido en una mediación, siendo su papel el de mediador nombrado por las 

partes allí participantes, y en la que Don Juan Gómez intervino como representante 

de una de las partes intervinientes en aquélla. Sentado lo anterior, el Tribunal puso 

de manifiesto que debía dilucidar si las circunstancias y hechos probados permitían 

o no deducir que, en el árbitro Sr. García, concurría una apariencia de falta de 

independencia e imparcialidad que, a su vez, acreditase la existencia de interés en 

que el arbitraje fuera resuelto en un determinado sentido favorable a alguna de las 

concretas partes que intervenían en el mismo.  

8. Y así, en primer lugar, el Tribunal pasó a razonar que la inclusión del árbitro Sr. García 

en el listado de la ABC junto con otros profesionales de “Nitos Abogados” –

Despacho que representaba a la entidad “Pituponcia”– constituía un supuesto 

contemplado en la sección 4.3.1. del Listado Verde de las Directrices IBA: «El árbitro 

tiene relación con otro árbitro o con el abogado de una de las partes por 

pertenecer a una misma asociación profesional u organización de tipo social o 

caritativo, o a través de redes sociales»26. Y tal circunstancia no empecía la 

imparcialidad del árbitro Sr. García. En esta dirección, el Tribunal indicó que 

resultaba muy ilustrativa la Sentencia núm. 28/2022 de la Sala de lo Civil y Penal del 

Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de 12 de julio de 2022 (Recurso 5/2022)27. Por 

otro lado, y en segundo término, el Tribunal destacó que no podía soslayar que la 

pertenencia del Sr. García al listado de árbitros de la ABC implicaba simplemente la 

posibilidad de ser designado por tal institución como árbitro, que era compartida 

con el resto de los árbitros incluidos en el citado listado. Además, por el mero 

expediente de estar en el mismo listado de árbitros no cabía colegir que éstos 

mantuviesen contactos regulares, y menos si sopesábamos que se trataba de cien 

árbitros de distintas procedencias profesionales, como tampoco resultaba posible 

deducir de esa circunstancia que existiera una amistad íntima entre los árbitros 

integrantes de tal lista, a efectos de lo estipulado en las secciones 3.2.6 y 3.3.3 de la 

Lista Naranja de las Directrices IBA28. En relación con estas cuestiones, el Tribunal 

siguió argumentando que debían ponderar también que la circunstancia de que el 

árbitro Sr. García pudiera coincidir en el listado de árbitros de la ABC con uno de los 

abogados intervinientes en el arbitraje, o con otros que fueran miembros del 

Despacho “Nitos Abogados”, no evidenciaba que existiera prueba, ni indicio, que 

acreditase la vinculación del árbitro Sr. García con el citado Despacho profesional 

“Nitos Abogados” o con los abogados integrantes de este último.  

 
26 Página 28 de las Directrices IBA. 
27 En la referida Sentencia se declaraba que: «[E]l apartado 7 introductorio señala claramente que el Listado 

Verde contiene una enumeración no exhaustiva de situaciones específicas que, desde un punto de vista 

objetivo, no son susceptibles de crear ni crean un conflicto de intereses. Por ello, el árbitro no tiene el deber de 

revelar las situaciones incluidas en el Listado Verde. Tal y como se establece en la Explicación a la Norma 

General 3(a), debe fijarse un límite al deber de revelación basado en la razonabilidad; en algunos casos, el 

test objetivo debe prevalecer sobre el test meramente subjetivo que se basa en 'la perspectiva de las partes' 

[…] ni la prestación de servicios profesionales ocasional o la inclusión en un mismo listado de árbitros del Club 

Español del Arbitraje revisten la intensidad precisa para anular la imparcialidad presumida del árbitro tachado 

[…] ya que ninguna de las circunstancias puestas de manifiesto por la actora incide de manera determinante 

en la imparcialidad del único árbitro designado en su día, siendo de carácter meramente concurrente y no 

indicativas de la existencia de verdadero conflicto de intereses pues las relaciones desveladas no indican sino 

contactos puntuales en el orden académico y profesional sin relación con la independencia e imparcialidad 

que debe rodear al árbitro».  
28 Sobre esta cuestión de no existencia de amistad, puede traerse a colación el Auto de la Sala de lo Civil del 

Tribunal Supremo español de 21 de septiembre de 2016 (Recurso 455/2014), al igual que la Sentencia núm. 

847/2022 de esa misma Sala del Tribunal Supremo español, de 28 de noviembre de 2022 (Recurso 2571/2020). 
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Por tanto, el Tribunal concluyó que esta coincidencia de que fueran árbitros 

pertenecientes a la ABC no constituía un extremo que implicara, por sí mismo, ni 

generase duda alguna sobre la imparcialidad del árbitro Sr. García. Y mucho menos 

en el proceso arbitral entre “Pituponcia” y “Apolonia” que nada tenía que ver con 

la citada ABC, dado que dicho arbitraje estaba administrado por la Corte “XYZ”. No 

existía, en consecuencia, obligación de revelación de esta circunstancia aquí 

descrita y examinada, ni causa de recusación alguna, al margen de que pudiera o 

no ser conocida por el árbitro Sr. García29. 

9. Asimismo, el Tribunal Arbitral razonó que había de tenerse presente que la 

participación del árbitro Sr. García en un foro organizado por la ABC durante 1999 

era un supuesto subsumible en la sección 4.3.4. del Listado Verde de las Directrices 

de la IBA: «El árbitro ha sido ponente, moderador u organizador en una o más 

conferencias, o ha participado en seminarios o grupos de trabajo de una 

asociación profesional u organización de tipo social o caritativo con otro árbitro o 

con el abogado de una de las partes»30. Añadiendo el Tribunal que tales 

participaciones, por tanto, carecían de toda relevancia a efectos de una 

recusación, según destacó el Tribunal Arbitral con cita de la ya mentada Sentencia 

núm. 28/2022 de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de 

Madrid, de fecha 12 de julio de 2022 (Recurso 5/2022)31. Además, el Tribunal llamó la 

 
29 Sobre estas cuestiones, por ejemplo, puede verse la Sentencia núm. 76/2016 de la Sala de lo Civil y Penal del 

Tribunal Superior de Justicia de Madrid del 13 de diciembre de 2016 (Recurso 32/2016). 
30 Página 28 de las Directrices IBA. 
31 Cuando dicha Sentencia señala: «Refiriéndose, asimismo, la norma 4.3.3 y 4.3.4 (Parte Segunda) de las 

referidas directrices IBA a la denominada Lista Verde, se indica que en los casos en los que el árbitro da clases 

en la misma facultad o escuela que otro abogado de alguna de las partes, o si ha sido ponente o moderador 

u organizador de una o más conferencias, o ha participado en seminarios con el abogado de una de las 

partes, el apartado 7 introductorio señala claramente que el Listado Verde contiene una enumeración no 

exhaustiva de situaciones específicas que, desde un punto de vista objetivo, no son susceptibles de crear ni 

crean un conflicto de intereses […] En nuestro caso, la puntual asistencia a reuniones jurídicas y académicas, 

no clientelares, con abogados del despacho de uno de los codemandados, dedicados a la materia del 

arbitraje y relacionadas con ella, la coincidencia en Centros de enseñanza, en foros profesionales y en una 

institución como la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación no están fuera de lo que se denomina la 

Lista Verde de las directrices IBA, siendo por ello inocuas a las fines de recusación pretendidos por la 

demandante […] ya que ninguna de las circunstancias puestas de manifiesto por la actora incide de manera 

determinante en la imparcialidad del único árbitro designado en su día, siendo de carácter meramente 

concurrente y no indicativas de la existencia de verdadero conflicto de intereses pues las relaciones 

desveladas no indican sino contactos puntuales en el orden académico y profesional sin relación con la 

independencia e imparcialidad que debe rodear al árbitro». A este respecto, el Tribunal Arbitral también se 

refirió a la Sentencia núm. 53/2022 de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, 

de 3 de octubre de 2022 (Recurso 5/2022), donde se concluía que la coincidencia del árbitro recusado y el 

abogado de una de las partes en «Comisiones de Arbitraje en el ICAB, en Congresos sobre arbitraje como 

ponentes, en Asociaciones de fomento del arbitraje o cursos de formación sobre la materia, carecen de 

relevancia suficiente para entender que comprometen la imparcialidad e independencia del árbitro», 

destacando igualmente que dichas circunstancias se encontraban previstas en el Listado Verde de las 

Directrices IBA, y que el mundo arbitral constituía un espacio jurídico especializado donde era «frecuente que 

los abogados especialistas coincidan en foros dedicados al arbitraje sin que de estos encuentros deba 

desprenderse, sin más, que se entablan relaciones inconfesables que comprometen su imparcialidad cuando 

intervienen juntos, en unos casos en condición de árbitros y en otros de abogados de las partes, en un 

concreto arbitraje». Igualmente, y en esta misma dirección, el Tribunal indicó que resultaba sumamente 

ilustrativo lo declarado por la Sentencia núm. 76/2016 de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de 

Justicia de Madrid del 13 de diciembre de 2016 (Recurso 32/2016), a saber: «Al respecto debemos apuntar que 

la IBA señala, en su "Listado Verde", que contiene una enumeración de situaciones específicas que, desde un 

punto de vista objetivo, no son susceptibles de crear ni crean un conflicto de intereses y que por ello, el árbitro 

n o tiene el deber de revelar las situaciones incluidas en el mismo, entre otras, se cita que "4.3.3. El árbitro da 

clases en la misma facultad o escuela que otro árbitro o abogado de una de las partes, o tiene un cargo en 

una asociación profesional u organización de tipo social o caritativo con otro árbitro o abogado de una de las 

partes. 4.3.4. El árbitro ha sido ponente, moderador u organizador en una o más conferencias, participado en 

seminarios o grupos de trabajo de una asociación profesional u organización de tipo social o caritativo con 

otro árbitro o abogado de una de las partes.". Tal y como se desprende de las anteriores reglas, las relaciones 

que refiere la demandante con respecto a los abogados del Bufete que defiende los intereses de High Tech, 

no son susceptibles de crear conflicto de intereses, ni por tanto forman parte del deber de revelación. En 

consecuencia, lo alegado por la demandante no puede encuadrarse dentro de las causas de abstención 

legalmente previstas, ni se trata de una situación que deba ser calificada según las Directrices del IBA, como 

irrenunciable, sin que el deber de comunicación de determinadas circunstancias por el árbitro, en este caso 

concreto, suponga una infracción que acarree la falta de imparcialidad del mismo, al margen de que fuera 

conocedor o no de las ellas, ya que conforme a las citadas directrices, las mismas no comprometen su 

imparcialidad.. de un halo de misterio" […] Por otro lado, en cuanto a que la Sra. Marisol es Diputada del ICAM 

sobre Deporte, y el Sr. Matías Secretario del Tribunal Español de Arbitraje Deportivo, y que además, ambos han 
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atención sobre la circunstancia de que el citado evento organizado por la ABC 

durante 1999 fue celebrado en formato telemático, sin que tampoco constase 

acreditado que en aquél interviniera ningún letrado del Despacho “Nitos 

Abogados”, ni que ese aludido evento guardase relación alguna con las partes, ni 

con lo que era objeto de la controversia sometida al arbitraje. En consecuencia, no 

existía deber de revelación en cuanto a la participación del árbitro Sr. García en un 

foro organizado por la ABC durante 1999. 

10. Igualmente, el Tribunal puso su acento en señalar que la circunstancia de que Doña 

Ana Palacios (colaboradora de la firma “Muckys”) y de Don Rafael Pérez 

(colaborador de “Nitos Abogados”) coincidieran en la Junta Directiva de la AIDE se 

incardinaría, todo lo más, en el supuesto previsto en la sección 4.3.3. del Listado 

Verde de las Directrices IBA, cuando allí mencionaba «tiene un cargo en una 

asociación profesional […] con el abogado de una de las partes»32, máxime si se 

ponderaba que este aspecto resultaba predicable y de aplicación por lo que 

atañía únicamente a los árbitros, y la Sra. Palacios ni siquiera lo era en el presente 

caso, como tampoco se observaba que esa circunstancia tuviera que ver o 

guardase relación con la controversia que estaba sujeta a arbitraje, ni con las 

partes intervinientes en el mismo.  

El Tribunal recalcó que, en todo caso, había de sopesarse que la ya reseñada 

Sentencia núm. 7/2024 de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia 

de Madrid, de 6 de febrero de 2024 (Recurso 4/2023), tampoco consideraba que la 

coincidencia del árbitro recusado y el abogado de una de las partes en la junta 

directiva de una asociación viniese a contrariar las Directrices IBA, por lo que la 

imparcialidad no se veía afectada por este hecho indicado33, y menos cuando 

resultaba que ni siquiera era el árbitro Sr. García quien pertenecía a la citada Junta 

Directiva de la AIDE.  

Luego en opinión del Tribunal, dicho extremo de la coincidencia de la Sra. Palacios 

y el Sr. Pérez en la mentada Junta Directiva de la AIDE conformaba una situación 

que, desde un punto de vista objetivo, no era susceptible de crear, ni creaba, un 

conflicto de intereses con incidencia en el concreto asunto planteado en el 

arbitraje entre “Pituponcia” y “Apolonia”, siendo una cuestión que resultaba 

intrascendente, por lo que la misma no formaba parte, y tampoco integraba, un 

supuesto respecto del cual existiera un deber de revelación por parte del árbitro Sr. 

García34. 

11.   Asimismo, el Tribunal Arbitral también abordó la coincidencia durante el transcurso 

del año 2022 del árbitro Don José García y de Don Juan Gómez, uno de los 

abogados de la Demandante “Pituponcia”, en un procedimiento de mediación, 

llegando a la conclusión de que dicha circunstancia no podía entenderse que 

conformase alguno de los supuestos examinados, dentro del Listado Naranja de las 

Directrices IBA, en las secciones 3.2.8, 3.2.9, 3.2.10, o 3.2.11. Y, asimismo, tampoco 

cabría incluirla entre los previstos en la sección 4.3.2 del Listado Verde de las 

Directrices IBA, sin perjuicio de que, en todo caso y aunque así fuera, se entendía 

que eran relaciones profesionales que entraban dentro de lo habitual y más aún si 

valorábamos la circunstancia de que el Sr. Gómez intervino como representante de 

una de las partes, que no como abogado, y donde tampoco participó la citada 

Demandante, ni guardaba la citada mediación seguida relación de ninguna clase 

con la materia que constituía la controversia que era objeto del arbitraje entre 

“Pituponcia” y “Apolonia”. Es más, llegado a este punto, el Tribunal llamó la 

 
formado parte del Curso de Experto en Mediación Deportiva, se trata de situaciones que, desde un punto de 

vista objetivo, no son susceptibles de crear, ni crean, un conflicto de intereses con incidencia en el concreto 

asunto planteado, cuestiones que resultan triviales por lo que no forman parte del deber de revelación». 
32 Página 28 de las Directrices IBA. 
33 Véase también, por ejemplo, la Sentencia de la Sección 25ª de la Audiencia Provincial de Madrid del 15 de 

febrero de 2008 [JUR 2008/177811]). 
34 Cosa distinta hubiera sido, por ejemplo, que la Sra. Palacios hubiera sido árbitro «en otro arbitraje sobre una 

cuestión o asunto relacionado donde participan la misma parte o partes o una afiliada de una de las partes» 

(sección 3.2.4 del Listado Naranja, página 26, de las Directrices IBA). 
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